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COOPERACIÓN Y COLABORACIÓN EN LA GESTIÓN 

DEL IBI: PRINCIPIOS INSPIRADORES Y MARCO JURÍDICO 

MONTSl.RRAT MhRl'IO PASTOR 

PIWH'SORA DL~ 01'.RI < 110 FlNA'lllERO Y TR l ~\11,\RIO 
lJ'llVl'RSIDAD DE VALLADOl 11> 

te' Locak-. actúen en el ejen:icio de 
su-. 1.:ompe1cncias. en el marco <le 
dicho pnncipio2

• 

La autonomía municipal debe ser el prmc1p10 rector de la regulación de cada Entidad 
(Vista aérea de Madrid.) 

Asi. la Ley 7/1985 Reguladora 
de las Bascc; de Régimen Local. ~c 

engc en garante del principio cons­
t1tucional de la aulonomia local en 
todos sus campos'. Baste recordar 
... u l-xpo ... 1ción de Motivos. cuando 
recoge 1axat1\amcnle que la a1110-

110111ia municipal dehe ser el principio 

reclor d<' la rt'f{ulacwn dC' cae/a E1111-
clacl, lo que matiza añadiendo que t•I 
cruerio para evilar contrudiccitmt•s 
co11 otras instandas radica en la dc1

-

ter111111(fcio11 de sus inl<'reses respecti­

i•os. Ln la propia Expos1c1ón <le 
Momos. el legíslador e:, con-;cientc 
de la necesidad de regular las rela­
ciones interadministrat1\.·as a trave ... 
<le los cnLenos de colaboración y 

coordmactón•. 

A auLonomía local es un 
rrincipio 4ue no o;ólo apa­
rece plasmado con car:h:­
tcr general en la Co11'>lltu-

' \'ca-.c el Titulo VIII, capitulo 11 tic l;1 
( un,111 ucwn f,pañola 

' \Jo podcmo~ dcJar de mcnoonar la 
Le> 40·!< l. l<1 cual. para l<1 111ayt11i;1 de lu;, 
cst ud10;. M1brc Entidades Loca le,, ct1nfü 1 u 
ye un 1rnport11111c avam:e en lt1a1110 ,1 la 
<1utonon11:1 de esta~ Enudade~ ~e n:hcr.:: 

' Ln c~tc 'entí<lo se pmnunc:i;1 l'an:jn 
Alton~o. L en >u articulo Rdarn1111•1 11m·· 

tión Española ' . ~inn que la norma­
tiva sobre régimen local dieLada con 
rosterioridad a didia Norma Fun­
damental ha procurado 4ue los En-

radmi111s1rcitil'111 1 n :¡.:11m·11 /nn1/ REDO 
n· 40-41. pág. :!:!:!, cuando al rcfcnr,c al 
Proyecto de Le~ regul;1dora de la' Bases de 
R~gimcn Loc.il. die~ 4uc f 11 L<'i Bú.,ica dt• 
Re~1111e11 Lol'<ll . . 1111 lll'fllll<'W 1/e .111 cariicter 
dí' ley ortfi11111·111. <11111111• la /i111ci1í11 11rdi11u-
111c111al de dt•sarro/111 diri•crn tic la gara111ía 

r'l11111i1w·i111111I di !11 11111111111111ia f11c11/ (fun­
c.:1ón que debe c;onMdcra"c le cstti conslilu· 
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Ev1dc11tcmenLe. el marco de las 
l-l ucicndas Locales. se rige por idén­
til:os principio~ a los informadore~ 
del Régimen Local con carúeter ge­
neral. siendo el de autonomía uno 

cwnalm.:nte r.:,cí\ada. en lanto que norma 
i11'l1luciunal h;i,ica d.: la Adm1ní,1rac.:1ún 
Loi:;il y pnr 1an10 vedada a cu•iles4u1crn 
01rn., nnrm;i-), l\l 4u~ prc'w a su pu,1ción 
en el nrdc11am1c1110 una vía C!\pcclliea 4uc 
n1ngu1H1 olni norma puede desconocer pllr 
cfcc10 de In ConsllLuc1ón. 

' Lu Exposición de motivo~ se rcfi~·rc a 
ello' cons1dcr:indo estos princ1p1os como 



de los más característicos~. La con­
secuencia lógica es que LanLo en la 
financiación como en la gesLión de 
los recursos, estas Entidades se 
abastezcan cada vez más de sus pro­
pios tributos. y naLUralmente, se 
vayan dolando de los medios sufi­
cientes para su gesLión y recau­
dación. 

Digamos, aunque luego se verá 
con mas detalle al referirnos especí­
ficamente al 181 (Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles), que en la evolu­
ción de la financiación y gestión de 
los tributos municipales se ha pasa­
do de una importante participación 
en los estalales, con la consiguiente 
gestión por parle de la AdminisLra­
ción Central. a nutrirse fundamen­
talmente de tributos propios, cuya 
gestión también será municipal6

• 

Parece lógico que con estas pre­
misas las Haciendas Locales gestio­
nen. recauden o inspeccionen sus 
propios tribuLOs. cuá nto m<1s el IB I. 
cuyos ingresos constituyen un eleva­
do porcentaje en el presupuesto de 
muchos municipios 1

• Sin embargo. 
la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales contempla excepciones a la 
tesis que se desprende de la norma­
tiva aludidaª: la gestión de dos im­
portantes lmpuesLOs (el de Activi­
dades Económicas y el de Bienes 
Inmuebles). no se atribuye de forma 
absoluta o la Entidad Local, como 
podría esperarse, sino que se con­
templa una importanLísima inter­
vención por parte de la Administra­
ción Estatal. Excepciones, que a 

f w1dame11talme111e mluntarioJ )' de base ne­
gocial, sin que ello impida la existencia de 
una colaboración y cooperación mteradmi­
nistrativa impuesta por normt1~ con rango 
de ley. y que en consecuencia distan mucho 
de cualquier grudo de volunwricdad en las 
administraciones intervi nicntes. 

o constitu)e el objeto de nuestro 
articulo dctcnnmar el alcance de este prin­
cipio dentro del marco tributario. pero sí 
debemos recordar cómo el Tribunal Cons ti· 
tucional (Sentencias n° 179/ 1985 de 18 de 
diciembre:, y nº l 9/ 1987 de 17 de febrero 
perliló el mismo, al relacionarlo con otro 
principio constitucional inspirador del De­
recho Fi nancicro. Me reliero al de Reserva 
de ley, a cuyo tenor, y a pesar de la auto­
nomía, no se podían lijar con libertad de· 
tenninados tipos de gravamen. que debían 
ser regulados por Ley a pesar de la libertad 
que se otorgaba a los Ayuntamientos por la 

Las técnicas de 
coordinación están 

llamadas a 

solventar el dlffcil i í' 
problema de 
conseguir un 

equilibrio entre los 
intereses locales y 
supramunlc1pales. 

(Monumento a la 
Constitución). 

nuestro modo de ver. no tienen por 
qué desvirtuar la reiterada autono­
mía municipal y que pueden encon­
trar su fundamenLO en otros princi­
pios que impregnan la actuación de 
las Administraciones Públicaii, para 
que éstos sirvan con objetividad los 
intereses generales. Entre ellos se 
puede mencionar el de coordina­
ción9 y el de colaboración. 

Es evidente que. en el hoy vigen­
te marco tributario de la~ Entidades 
Locales. es el IBI uno de los más 
vinculados con la Administración 
del Estado en cuanto a su gestión se 
refiere. Esta vinculación interadmi­
nistrativa, materializada a través de 
los principios de colaborac1ón/coo­
peración, no es algo exclusivo de la 

Ley 24/ 1983. 
• Claro exponente es la ley 39 188. en­

tre cuyos objetivo~ se encuent ra la eji:c1i1·" 
reali:ació11 de los pri11cipi1Js d1• u11w110111Íll y 
s11{icie11cio .fi111111cil'ro consaf(mda.1 cm lo 
Co11s1i111ci1í11 r recogidos en el Tiwlo VIII de 
la Ley 7i/985. 

El principio de au1onomia, se lraduce 
en la capacidad de los Entes Locales para 
gobernar sus Hac1cndas, a quienes les está 
permitido incidir. y a:.i lo recoge la misma 
exposición de M(>tivos. en la determinación 
del volumen de su> recursos linancieros, 
pero no se puede desligar de la sulic11:nc1a 
linanciera. por lo que el legislador prevé al 
lado de los recurso., propios. que ges11onar:i 
y organizará al Ente local dentro de los li­
mites legales, una participación en los tri­
butos del Estado, como cumplimiento nece­
sario para garan11t:ar la suticienciu li11an­
c1era. 
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configu ración actual de Ja tributa­
ción inmobiliaria local, pues no po-

La mejor fórmula de 
autonomía de los 

Entes Locales será la 
que se Instrumente 

sobre técnicas 
basadas en el 

principio de 
cooperación 

(Ayuntamiento de 
Relnosa. Cantabria.) 

' Citaremos a modo de ejemplo el 
Ayuntamiento de Valladolid. que con un 
Presupuesto total de dieciocho mil millo­
nes. dos mil do~cicntos sesenta y seis co­
rresponden a ingresos en conccplo de Im­
puesto sobre Bienes Inmuebles. 

' La fonnulac1ó11 positiva de estas 
ideas se materializó en el articulo 106.3 de 
la Ley 7/1985. a cuyo tenor. es 1•<1111p1•te11cia 
dt• la.1 Entidades Lorale.1 la ges1iá11. lll/11lllt1· 
d1í11, reca11dacici11 e 111specc1ón de ,H/,f tríb111os 
propio,\ ( ... J de arnerdo con lo CJlll' 1mable:­
ca la legislaC'itin del Est111/n. 

• Dicho principio aparece recogido 
constitucionalmente en el articulo 103. y 
reiterado en la Ley Reguladora de las Bases 
del Régimen Locul. artículo 10 que tumbién 
contempla el deber de colaboración como 
i mprcscindfülc en las relaciones de lu Ad­
m1 ni~1 rnción Local y lus demih actividades 
públicas. 



demos olvidar cómo se ha evolucio­
nado, en cuanto a la CTU se refiere, 
de un [mpuesto Estatal gestionado 
por el mismo. a un Impuesto Local 
de gestión tributaria local y gestión 
catastral - es decir, determinación de 
la base imponible del Jmpuesto. 
atribuida a la Administración del 
Estado- , pasando por la considera­
ción intermedia de un Impuesto Lo­
cal de gestión estatal. 

Colaboración, cooperación, 
coordinación 

Veamos el alcance de algunos de 
los principios que inspiran estas re­
laciones interadministraLivas. 

El deber de colaboración inter­
admioisLrativa ha existido siempre 
en nuestro sistema, pero en mayor 
medida a partir de la Constitución 

Española de 1978. y ello como una 
consecuencia lógica de la nueva or­
ganización territorial del Estado, 
con la aparición de las Comunída-

10 A este respecto, véase a Santamaria 
Pastor, .l. A., para quien la cooperación 
tiene una doble fim1lidad , pues ademas de 
serví r para explicar j11rídic11111e11te la muta­
ción constitucional producida por la tlistrihu­
cíó11 di• poderes, se uli liza igualmente como 
defensa para los costes inferiores frente al 
Eslado. F11ntla111e11tos de Derecho Adminis­
trativo. Centro de Es tudios Ramón Areces. 
pág. 276. Madrid 1988. 

1 1 Vid. Boquera Olivcr, Determina­
ción de la co111pele11t ia de las E11tidade.1 Lo­
cales, en Problemas políticos de la vida 
local. Lomo VII , p:lg. 54, Madrid, 1967. 

" En relación con esta semejanza po-

des Autónomas que, junto con las 
Entidades Locales ya existentes. 
concurren en el ejercicio de deter­
minadas funciones con la Adminis­
tración Ccntral1º, e incluso, en mu­
chas ocasiones, los Entes Locales y 
las Comunidades Autónomas ven 
en franca concurrencia sus compe­
tencias, por lo que es necesario ar­
bitrar técnicas al efecto. 

El término colaboración puede 
considerarse, en su significado, se­
mejante a Ja cooperación, que, en 
idea del profesor Boquera Oliver' ', 
es la actividad conjunta de varios 
sujetos para obtener un resultado 
detcrminado' 2

• 

En cualquier caso, admitiendo 
que la cooperación sígnílica la ac­
tuación de las Administraciones al 
mismo nivel. para conseguir fines 
comunes. parece claro que la mejor 
fórmula de respeto a la autonomía 

de los Entes Locales en el ejercicio 
de sus funciones será la que se ins­
trumente sobre técnicas basadas en 
el mencionado principio de coope-

driamos mencionar dos lesis contrapuestas, 
pues mientras Climl!nt Barbera. J. conside­
ra que la colaboración responde al mismo 
significado que IH cooperación, aunque des­
de t•I pumo de vista de 11ues/ro Derecho posi· 
ti1•11 la IÍnica térni('(.t rela6011al c1J1tfig11mda 
con estas cararteristicas responde n In expre­
si611 1·ooperaciá11. Abella, en Nuevo Régimen 
Local. 2" Ed., Madrid, 1986, les considera 
como com:cplos no cquiparabt.:s ya que la 
cooperación se produce siempre en un mar­
co de igualdad entre las Administraciones y 
la colaboración no exige este requisito. 

" Respecto a las posibles técnicas de 
cooperación. resulta imercsanie la clasifica-
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ración' 3 • 

Tampoco se excluye de las re­
laciones in teradmí nistra ti vas el 
principio constitucional de coordi­
nación, el cual se diferencia clara­
mente de los mencionados deberes 
de colaboración o cooperación 1

•. 

En efecto, la coordinación podría­
mos delinirla como la actuación de 
un ente jerárquicamente superior, 
quien, en base a esta prevalencia, 
logra una coherencia en las activi­
dades de los Entes inferiores con re­
lación al interés que aquél defiende. 
No obstante, y si bien en opjnión de 
Climent Barbera, es una récnica que 
responde a una indud(lble necesidad 
de inrroducir, junio al principio de 
au1onomÍ(I local, cierra dosis de ra­
cionalidad en el ejercicio de fa mis-
11w, dadas las permanenres limita­
ciones en los recursos disponibles, no 
deja de ser un concepto difícilmente 
encajable, pues sí bien se utiliza so­
bre Entes dotados de autonomía y 
aunque las técnicas en las cuales se 
materializa han de estar suficiente­
mente claras y especilicadas, ello no 
evita que. en ocasiones, se produzca 
algún enfrentamjento concreto entre 
el ente coordinador y alguno de los 
coordinados, precisamente por ese 
afán de las Entidades Locales, por 
otro lado lícito y constitucional­
mente reconocido, de salvaguardar 
su autonomía. Las técnicas de coor­
dinación están llamadas a solventar 
el difícil problema (difícil en térmi­
nos tanto técnicos como políticos) 
de conseguir un equilibrio entre los 
intereses locales y aquellos intereses 
supramunicipales que, por afectar a 
todo el Estado, será éste quien de­
fienda, sin que, como anteriormente 
señalábamos. se pueda evitar que el 

ción recogida por Santamaría Pastor en Ob. 
cir. pags. 936 y ss. 

1• Estos principios tienen una carac­
terística de semejanza en cuanto a que se 
pueden considerar como fómrnlas que per­
miten dilstribuir las competencias sin alterar 
la titularidad en el ejercicio de las que se 
atribuyen a cada ente territorial, y todas 
ellas a su vez se pueden diferenciar de las 
técnicas de transferencia y delegación de 
competencias, en donde si se produce una 
modificación en la distribución de estas. La 
delegación de competencias aparece expre­
samente prevista en la Ley 7 / 85 de 2 de 
abri l (articulo 7) y en la Ley 39/88. 



Estado incida en las actuaciones lo­
cales". 

La Lcy 7 85, Reguladora <le las 
Bases de Régimen local hace refe­
rencia. entre otros. a los c1Wtllh 
princ1p1os como informadores de 
las relaciones 1nteradmin1:.trat1vas. 
As1, tanto el articulo 6 rnmo el 1 O. 
aluden genericamente a la coordi­
nación y colaborac1ón. siendo com­
pletados por el contenido de los ar-
11culos 55 } -;1gu1en1cs de la misma . 

Asi, el mcnc1on¡1do artículo 1 O 2 
señala los casos en los cuales proce­
dení la coordinación de las compe­
tencias de las Ln t1dades Loca les. 
entre sí o con las restantes Adm11m.­
lracwne<; Públicas. que -;ólo se JUsti­
li~a cuando las acli\Ídades o servi­
cios locales trnnsc1en<lan el mteres 
propio de hls correspondientes l·.n-

........ l.A,l)rl, ~IWAO'l'O 

......... \A.i.tATA 
Cloolt~1111. T'TúCDSAA 
OMl!ki'Al tPlC:f'lff~ 

i. llJIPAPC:i:u.11 • 

,., .... '•ta111· .m o... ·111t11 ª"-"' 410.•H ~ bfl'Cu!IM º"'' , A,).IJQIJI'~ 
1111111 111.. •• M\1!1. llll' °'91 ~ ·co. 

a..~1111111ea1~.JU· 

i ffl ! UM ifül§M l§i ,!I IM e+ Hf!M f.ti!jljiM l!fjfM IM flj,!.i 

La total gestión del Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles se divide claramente 
en dos fases por un lado la gestión 
catastral y por otro la gestión tnbutaria . 

" Ello. a pcsor de.' que c.'! nruculo 10. l 
de lu Ley 7185 RcgulndlHU de la> Ha~..:s ue 
R.!g1mcn Local cs1ahk1ca taxauvamcnt.: 
4uc la.1 f1111ci11ne.1 ti<' rn11rdi11ac·1ñ11 1111 11/n /11· 

rti11 ,.,, 1zi11.rr1111 n1<11 a /<1 <111/11110111ia tic• /111 f .11· 

titl11tk.1 lt1n1/e, 
1

• Mas ta¡anle 'e rnucstra J\bclla. en 
N11r1·0 Régimt:11 I oml :?" Ftl.. M¡1dnd 
l IJl\6, p:ig. 575. parn 4u1cn Ju l11n1wción del 
articulo 10 citado IHl deja de \cr ¡11·ú1 ·t1('t1· 

11w111c si111hol1t·11 puc' ;1dc111as del prcümbu 
lo de la Ley al 4uc hcmch hccht) rcfrrcnclil, 
hay que tener en cuc111a 4uc la~ denomina· 
da' 1:ompc1cnc1a' llt<:ak' c\clusiv.t\. 1am· 
bien 'ºº parctalc\ 

" brn Ley hahni d.: r..:gular las 1.:1tn· 
th.:toncs y los li11111c,, para ut1ltLar la coor· 
d1mu.:1ón como tcenicn de la~ rclal'ione' 
1nteradmrn1strat1v;1s, conforme prevé el ur 
tkulo 59.2 de la Le} 7'l~~ de 2 de abril 

" Tal voluntariedad y;1 se recog1J en 

tillades. Sin embargo. no se puede 
dejar de mcnc11)11a r lo q uc a este 
respecto pre\'é el Preümbulo de la 
Ley 7 85. <le 2 Je ahril. cuando e,­
pcc1 lica que salro a/g1111a.1 t"ffcpcio-
11n, son rara.\ la.\ lllllferia.1· CJlll' n1 111 

integridad fllll'd<'ll e1trih11irsC' al 1 \­

c/11si110 i11fl•n:.1 di' las Corpora1·/111w.1· 
Lo('a/es••. 

La Ley <le Base~ regula la coor· 
dinac1ón de form,1 'ubs1d1aria. es 
decir. pre\é la utilln1ción de tt!cni · 
cas de cnoperac1on o colabnración 
de manera que. sólo cuando esto:-. 
ültimos no permitan obLcncr la de­
seada coherencia en la actuación 
a<lmini~trativa. o no ~e con .. 1g¡1 sal­
\,1guartlar lo' intereses generales 
s~lhre los e:-.tnctamente localc,, 
siempre a traH!s de una Ley". se 
emplee la coord1nac1ón sobre lus 
Entidades Loca les. 

Según hemns apuntado. la coor· 
tl111ac1ón se utilizará subsidiaria­
mente. de manera que con car:h:tcr 
general. las relaciones 111tcratlm1111s­
trativas '\C regid n esenc1almentc por 
la cooperación. a cuyo efecto el ar­
tículo 57 <le la 1 ey Reguladora de 
la" Bases. legaliza los consorClll'\ o 
comemos admi1li-.. trati\OS. basado' 
en la vol unt,1riedad 11 • fa.te precepto 
permite cualquier forma Je coope­
ración cuando prevé que se reali<.:e 
hujo la for11111 .1' <'11 los 1t!rmi110.1 pre-
1·istos en /11.1 !.<•res 1. aw1q11e ht1f!,t1 

<'.\fll!Cllll r<'.ft'l'l'llcill 11 IO.\' ('(1/1,\'0/'C'/<I.\ I 

,.,,,, n•11io.1 c11/111111i.1trati1·os'". con for­
me se acaba tk exponer 

la Exposición de Motivo~ de l:i Ley 7/8'1. al 
dcl:ir 4uc ( .) ltt.1 11:m1c11.1 t/1• rl'i111·i1111 1•111r1• 
ltl111irt1s1ra1·tom•1 1 ... ) para lu c11lah11rac·11i11 1' 

la n111rdit11k1Ú11 i11taatl111illi,1rutfr11 .1·1111 /1111 -
da111e11wlmt•11/t' wl1111111ria.1 I' de ht11c 111'.f.:11· 

1 ial. No oh,l:tnte. C<Hlltl ~a -..: ha pth:,111 de 
ma111f1esto. ello no 1 mp1de 4uc por nnp1h1· 
c1ún legal ddcn111nadas cumpelcnci;is d~ Jo, 
Entes Loc:alc>. ~e c.1.:rzan 1mpcra11v111111:nlc, 
en régimen de c.:ol.ihorad<1n col re el l\S\•1do 
y c.hehus Ent1datlc,. 

•• Rc~peclo .1 ]¡,, Con~orc1os 4uc 
como >abcmo' 'º" cnlcs C<lll pcr,onahdad 
¡uríd1ca propia, e inlcgrados por represen· 
lanlc' de Ja, F.nt1d¡1dc' .:onsorc1adas, han 
'ido u11l1taull\ comt• nrgano' de colahora· 
c1t'1n ..:ntrc los Ay11111am1..:n1os y el M11w.1c-
1111 tic llac1cnd11 en la gestión de la Conl n 
buc1ón Tcrritomil Urbana Su rogulac1i'ln 
aparcci;1 en el arl u.: u lo 11 O dd T CXlll R1:· 
fundido. 
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Los principios de cooperación 
y coordinacít)n en el Jmpuesto 
sobre Bienes Inmuebles: 
Gestión compartida 

Sin ninguna duda puede alir­
marse que el 1 BI constituye el tnbu­
to local en que en mayor medida 
resultan de aplicación los mencio­
nados principios. y desde luego no 
'ºlo en su configuración actual. 
\1no ya desde la anterior conligura­
c1ón de la trihutac1ón inmobiliaria 
local (Contribuciones Territoriales 
Urbanas y Rú!>IÍCas). 

Como e~ ~abi<lo, tras la en1rada 
en vigor de la Ley 39/88, la total 
gestión del IBI se divide claramente 
en dos ra~e,. por un lado la gesllÓll 
catastral y por otro la gestión tribu­
tariaio. Esta atribución de compe­
tencias. implica sin duda. una ex­
cepción a 1 principio general previsto 
en el articulo 106.3 de la Ley 7/ 
1985. segun el cual la competencia 
en la gestión. liquidación. recauda­
ción e inspección de los tributos Jo­
cules, les corresponde asimismo a 
las Entidades de esta naturalela, si 
bien se recoge la posibilidad de que 
la Ley estatal disponga otra cosa. 

Atendiendo a esta pcrmi51b1li­
<lad, la Le) 39/88, ha establecido 
otra cosa para el 1 B l. pu rtien<lo 
siempre de la titularidad inicial res­
pecto n las mencionadas compc1en­
cias21. 

En efecto. esta nonna. tras reco­
ger con caructer general la pos1b1li­
dad de delegar en la Comun1datl 

•• Qb,ér\1.:>e ,¡ n cmbargu, on cuan· 
to J lrn. bcncriews fiscales se rclicr..:. que 
,i bien su ..:onccsión esttl legalmente atri­
huida a lt1s Avuntam1cntos. se exige para 
ello informe de la Admrnistrac1ún Fsla· 
1aL El lcgl\lador di\ 1de la ges11ún del 
lmpucMo en c;1t;1,1r;1l y 1nbu1ana. pero n1 
si4u1cra en esta p1.:rrn11c una to1al 1ndc· 
p.:ndcncia 111u111c1p¡1J. pues si bien se podría 
ulcgar la !"alta de car11e1cr vinculante cn el 
citado infnrme. lo .:1cr10 es que al menos se 
trala ya de un rc4u1-;110 formal a cumph· 
mcnlar. 1 al 1n..:1.,1Íln, una vez divida lit gcs· 
1ión en dos ras..:s. a nuestro cntcno. no 
cncucn1ra apoy<• ni cn el principio de cola· 
horación ni C\1dcntcmcn1c en el de coord1· 
nación 

" Obviaremos 1:1 regulación del 1 m· 
puesto '''hrc A..:tividaucs Económicas, cuyo 
encuadre cn1n11a pcrl"cetamcntc en algunas 
de las man1ícs1.icionc' sobre d IBI 



Autonoma o en otras Entidades Lo­
cales, las facultades <le gestión. li­
quidación. inspección y rccaud.1-
ción, y la colaboración en estas ma­
terias entre el Estado. las Co111un1-
daucs Autónomas y las Entidades 
Locales21

• regula un régimen espe­
cial de delcgacion de competencias 
en la Disposición T ransitoria 11 ·•. 
as1 como supw.!~tos espec1ficos de 
colaboración en d IBI. Me esto} re­
firiendo al Artículo 78 > la D1'>pos1-
c1ón /\dic1onal Cuarta de la men­
cionada Ley 39/88. todo el lo sin 

olvidar lu coordinación de va lores 
que, a tenor de lo establecido en el 
articulo 78 1. párrafo 2. se llevara a 
cabo. en todo caso, por el btac.lo. a 
través del Centro de Gestión Catas­
tral y Cooperación Tnhut.ir1a 

Antes de contemph1r m<h c.lete­
n1damente la gestión compJrllda 
que se prevé para el IBI . cxam111c­
mos. aunque sea someramente. la 
delegación de competencias en ma­
teria de gestión. 1ntere•;an1e pnr la 
problenuitica que conlleva desde el 
punto de vista del órgano compe­
tente para resolver las redamacio­
ncs que se planteen 

Segun se ha venido apuntanJo a 
lo largo Je esta exposición. la dele­
gación. como técnica a ulllizar en 
las relaciones interadmi1mtra1ivas. 
supone una modificación en la cJis­
tnhuc1ón Je competencias inicia l­
mente atribuidas a un dr..:tcrm111ado 
órgano. En el ümhito local, la Lcy 
7/85, en '>U articulo 106 3. pr..:rmitc 
la Jclcgación a las ComuniJaJes 
Autónomas o a otras Entidades Lo­
cales, y a su vez la Ley 39188 como 
ya se d1JO, recoge un caso especifico 
de delegación para el Estado, q uicn 
podni ejercer las competencia:-. que 
los artículos 78 y 92 de la Ley atri­
buyen a los Ayuntamientos, duran­
te dos años desde la entrada en vi­
gor del 1 BPl. Tal previsión legal ha 
tenido como resultado q uc hucn 
número de municipios Je csca'im 
recursos. a falta de mfraestructura 
para la gestión. utilice lm, mecan1s-

u Vl!a'c los articulo> 7 } K de la Lcy 
39/88 Reguladora de las l l ac1c11d u~ Ll)Ca­

lc\. 
" l a Dclcgac1on de Cu111pc1.:nc1us 

mns estatales en tanto conforman 
-.u propio -,1-;tema . 

Pero el>ta posihihJad plantea 
otra cucsllon a la que la Ley no de­
dica precepto alguno, y que puede 
llegar a suponer un tratamiento dis­
tint o rara lns lllÍSIHOS UCtO~ de ges­
tión. según sea el linte que la lleva a 
cabo Pensemos en aquello-.. munici­
pios que. ror cualquier ra1ón. no 
asumen translloriamcntc l.1 gestión 
del 1 Bl. en cuyo ca,o. ,i el Estado 
ejerce tales competencias. dictará en 
su act1v1daJ acto' .1Jm1n1strativos 
tnhutarios estatales. y ~:omo tale~. 

objeto de 11npugn:1i.:ion en vía eco­
nómico-adm1nist ral1'va Sr la gestión 
es municipal. la revisión de sus ac­
tos tributario:-. seguirú in1cialmentt: 
el recurso <le reposkión v a poste­
rion el con tenc10so-admi n ist ra ti­
voi.. 

El diferente regimen de impug­
nación que existe para hls actos de 
gestión tnbulana local y estatal. 
permite ev1denc1ar unu dara contra­
d1cc1ón respeclo al mismo impuesto. 
Cabe recordar aquí las reacciones 
que a todos los 111vch!s se proJujc­
ron contra la supres1on cJe los Tri­
bunales Económu.:os en materia lo­
cal. pues s1 hien se les reprochaba 
tradicionalmente su ineqUl\·Oca na­
turaleza aJmm1str.111-.a. v no Juris­
diccional. no cahl' duda que se tra-

prcv1~l;i en la D1sposi1:11H1 lrans1turw l l" de 
la Ley 39i8K. 11c11c 1111 akancc m;I~ <implio 
lJUC el F.stadn. pud1cndu ;1h;m:ar a Diputa­
ciones Prov111c1alcs. y en c1cn;1 mcJ1Ja hu 
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La delegación 
supone una 
mod1f1cac1ón en 
la distribución 
de 
competencias. 

taba. y se trnt.1. Je una vía barata} 
má), rápida para el contribuyente 
que la actua 1 jurisd1cc1ón contcncio­
so-adm1n1stra ll'va. 

Por lo que se refiere a la colabo­
rac1on en tre las Admini1>trncwnes 
Pt'.1hlicas para la gestión en el lBI. el 
leg1-.lador ha manifestado su volun ­
tad <le que el Catastro permane1ca 
en el amh1to cJe las competencia" es­
tatales. lo rnal resulta lógico. cuan­
do su base Je datos tiene un alcance 
mucho 1n.1yor que su aplicación a 
los trihuto'i locales Este deseo Jcgis­
lat1vo conlleva la necesidad de una 
intensa eolabmac1ón adn11111stnil1-
va, dl'sde el momcnto en que 1<1 dc­
termina1.:1ón de los elementos esen­
ciales de un mismo tributo aparece 
atribuida a órganos diferentes. 

ln electo. n:cordando q uc entre 
los elementos esenciales se encuen­
tran (Título 11 le) General Trihuta­
na ). el hecho imponible. el sUJcto 
pa-;1vo, la hase 1mpo111ble. el tipo Je 
gravamen ) la deuda. se produce 
una ~1tuai.:ión cuando meno~ anó­
mal¡i; la gestión del impuesto. a te­
nor Je lo previsto en el articulo 77 
de la Ley 39 188, se llevara a cabo a 
partir del PaJrón. que eswrá consti­
tuido pnr censos comprens1\os e.le 
los hienes inmuebles. sujetos pasi­
vos y valores catastrales. Dado que 
la competencia pura elaborar este 

siclo d..:;nrrollad<• por el Rcul OccrclO 
K1 l / K9 de 7 do: ¡uho 

" Vca~e d <1rticulo 14 4 de lu Ley 
Rcguladnra Je 1 lac1.:nJas Localc>. 



padrón viene atribuida al Estado, 
resulta que éste determinn la base 
imponibleis. y se encarga igualmen­
te de especificar en dicho Padrón 
quién constituye el sujeto pasivo del 
impuesto. 

Sin embargo, el tipo de grava­
men, la cuota y la concesión de be­
neficios fiscales en general, corres­
ponde a los Ayuntamientos26 • 

Al contemplar esta situaci ón le­
galmente prevista, no puede extra­
ñar la afirmación anteriormente 
vertida sobre la necesidad de cola­
borar en todos los ámbitos posibles, 
ni que el artículo 78.1 de la tantas 
veces mencionada Ley 39/88 la re­
coja expresamente, cuando se refiere 
a los Con venios de colabon1ción en­
tre las Entidades Locales y el Cen­
tro de Gestión Catastral para la 
elaboración de Ponencias de Valo­
res, fijación. revisión o modifica­
ción de valores y la formación del 
Padrón del Impuesto. En la misma 
ünea, el apartado 3. sobre la cola­
boración en la inspección catastral 
o la Disposición Adicional Cuarta 
de la Ley. 

Bien es cieno que el artículo 8 
de la misma Ley 39/88 regula con 
carácter general la posible colabo­
ración entre distintas Administra­
ciones para la gestión de tributos 
locales, pero no están de más las re­
ferencias concretas a 1 IB 1, respecto 
al cual se prevé un desarrollo regla­
mentario de los términos en que ha 
de plasmarse tal colaboración. Este 
desarrollo se hace preciso a corlo 
plazo. no debiendo olvidar la con­
creción tanto del deber de informa­
ción, ul que genéricamente alude el 
artículo 8 de la Ley 39/88, como de 
los términos en que han de llevarse 
a cabo los convenios de colabora­
ción. previstos en el artículo 78.1 y 
la Disposición Adicional cuarta, así 
como la inspección del tribu10. 

No podemos concluir csle ar­
tículo sin referirnos. siquiera bre­
vemente por encima al úllimo tema 

" Recordemos que la base imponible está 
conslllu1da por el valor de los b1cnc~ inmue­
bles (articulo 66) y que el valor c~1tastral 
debe lijarse por el Centro de Gestión Catas­
tr.tl y Cooperación tributaria (articulo 78.1 ). 

" De esta forma, y con el peculiar ré-

M onografias 
~~~~~~~~~~~~~~ 

apuntado. Es necesario el desarrollo 
reglamentario no sólo a nivel de de­
terminar la colaboración en materia 
de la inspección del tributo, sino 
que a m1 entender. el legislador no 
ha sido suficientemente claro en 
cuan Lo a em1 competencia se refie­
re. Cuando el artículo 78.3 atribuye 
la inspección catastral a la Admi ­
nistración del Estado, emi olvidan­
do que la norma distingue entre 
gestión catastral y gestión tributa­
ria, de manera que el término catas­
tral podría estar limitado, sin que 
ello impidicra que la inspección tri­
butaria en sentido estricto, si la 
hubiera. se llevara a cabo por la 
Administración Municipal. siguien­
do el principio general de que la 
gestión, liquidación, recaudación e 
inspección de los tributos localel> 
corresponde a Entidades de esrn na­
turaleza27. 

Conclusiones 

A modo de resumen. respecto 
al lema que nos ocupa, podemos 
afirmar: 

I. La autonomía local. principio 

constitucionalmente reconocido. se 
ve necesariamente perfilada en base 
a la aplicación de los otros princi­
pios. cuales son los de coordinación 
y colaboración. precisos para salva­
guardar la eficacia administrativa. 

2. Tales principios son de abso­
luta materialización. dada la confi­
guración legal de su gestión, en el 
I 81. 

3. La regulación legal del men­
cionado Impuesto. y al margen de 
los problemas que pueda plantear 
su gestión compartida, ocasionaría, 
cuando menos, cierta discrimina­
ción para los sujetos pasivos, en 
cuanto a la vía de impugnación que 
aquéllos puedan utilizar. Esta dis­
función es, en algunos casos, de ca­
rácter transitorio. mientras que en 
otros persistirá. dada la configura­
ción del Impuesto: distintas opcio­
nes según sea el elemento del tribu­
to que se pretenda impugnar. 

4. Se requiere a corto plazo un 
desarrollo reglamentario sobre la 
colaboración interadministrativa, 
que determine su a lean ce en cuan to 
a la información mutua. inspección 
y convenios se refiere. 

El Estado determina la base imponible y se encarga igualmente de 
especificar en el Padrón quién constituye el sujeto pasivo del Impuesto. 
(Ministerio de Economía y Hacienda. Madrid.) 

gimen de 1m¡rngnac1ón que ngc este Im­
puesto. mientras que el contribuyente pue­
de recurrir la base o su 1nclus1ón o conside­
ración como sujeto pasivo del lrihu10. a 
los tribunales Económ1co-administra11vos. 
cuando se le: noutica la cuota a pagar o la 
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dencgac1ún de determinadas c\cnc1ones o 
bom licae1ones. etc . le está vedada aquella 
po~ihilidud . 

11 Vid .. a este respecto. Zl1ii iga Mo­
lleda, Jo~é Luis. en catastro, n" 2. pág. 38, 
octubre. 1989. Madrid 


	6 42
	6 43
	6 44
	6 45
	6 46
	6 47

